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    PRESENTACIÓN


    ESTE LIBRO FORMA PARTE DE UNA COLECCIÓN DE 16 VOLÚMENES EN LOS CUALES SE ANALIZAN LOS GRANDES PROBLEMAS DE MÉXICO AL COMENZAR el siglo XXI y se sugieren algunas ideas acerca de las tendencias de su desarrollo en el futuro cercano. La realización de este proyecto ha sido posible gracias a la colaboración de un grupo de investigadores, quienes con su experiencia académica enriquecen el conocimiento en torno a la situación actual de nuestro país. Los temas que se abordan son: población, desarrollo urbano y regional, migraciones internacionales, medio ambiente, desigualdad social, movimientos sociales, educación, relaciones de género, economía, relaciones internacionales, políticas públicas, instituciones y procesos políticos, seguridad nacional y seguridad interior, y culturas e identidades. El Colegio de México continúa así su tradición de publicar obras colectivas y multidisciplinarias para comprender mejor la sociedad mexicana y los problemas que enfrenta hoy día. Ésta es nuestra manera de participar, desde el ámbito académico, en la conmemoración del bicentenario de la Independencia y el centenario de la Revolución. Agradecemos a la Secretaría de Educación Pública el apoyo para la realización de este proyecto.

  


  
    INTRODUCCIÓN GENERAL[*]


    EN LOS ÚLTIMOS 30 AÑOS LA ECONOMÍA MEXICANA HA PASADO POR CRISIS profundas y ha estado sujeta a una serie de reformas significativas en el ámbito macroeconómico, comercial, regulatorio, sectorial y laboral.[1] En cuanto al primero, se pasó de una política fiscal considerablemente expansiva a una conservadora; las fuentes de financiamiento público se han modificado y el endeudamiento público se ha reducido de manera notable. Asimismo, el eje de la política monetaria se ha cambiado para hacer del control de la inflación su objetivo central.


    En el ámbito microeconómico el país también ha experimentado grandes transformaciones durante las últimas tres décadas. A mediados de los años ochenta comenzó un proceso de transformación que tenía como propósito mejorar la eficiencia de la economía mexicana y generar un mayor crecimiento a largo plazo. Entre las reformas más importantes están la privatización de empresas públicas y la liberalización comercial, que implicó una reducción de las barreras arancelarias en todos los sectores, incluyendo el primario, por la cual se fueron eliminando los permisos previos a la importación de productos agropecuarios. Otras reformas incluyeron la abolición de esquemas de subsidios generalizados a la producción, el consumo y el crédito.[2]


    Una parte esencial de la estrategia de cambio fue institucionalizar las nuevas reglas del juego en lo relativo a los vínculos con el exterior, mediante el ingreso de México al GATT en 1986 y la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) con Estados Unidos y Canadá, que entró en vigor en enero de 1994. Las privatizaciones, la liberalización comercial, la entrada de México al GATT y la firma del TLCAN implicaron un cambio en el paradigma de intervención económica del Estado —de un Estado propietario a un Estado regulador— y de la inserción de México en la economía global —de una economía cerrada a una abierta.


    A principios de los años noventa y, sobre todo, a partir de la puesta en marcha del TLCAN, la expectativa era que México lograría la tan anhelada combinación de altos ritmos de crecimiento sostenibles y bajas tasas de inflación, y con ello el desarrollo. La realidad ha sido diferente.


    No hay duda de que dos logros muy importantes han sido el control de la inflación y, en un país donde se enfrentaban crisis recurrentes cada seis años, la estabilidad macroeconómica. Sin embargo, la tasa de crecimiento económico ha sido baja si se la compara con el desempeño de México en etapas anteriores y con el de otras economías emergentes. Mientras que el ingreso per cápita de Corea del Sur e Irlanda, por ejemplo, es tres o cuatro veces mayor al que tenían en 1980, el de México en 2007 es similar al de aquél año. Asimismo, si bien se logró una mayor estabilidad macroeconómica, el país es hoy más vulnerable que nunca al ciclo económico de Estados Unidos, como se ha podido observar por el desproporcionado impacto que tuvo la crisis financiera estadounidense que comenzó en la segunda mitad de 2007.


    Aunque durante la década pasada ha habido avances en la reducción de la pobreza y la desigualdad,[3] sus niveles muestran poca mejoría cuando se comparan con la situación que prevalecía a principios de los ochenta, antes de la crisis de la deuda, de los programas de ajuste y de las reformas estructurales. Además, la estructura de la oferta agropecuaria no se ha transformado. Persiste, por ejemplo, una enorme heterogeneidad entre productores; la emigración rural —sobre todo a Estados Unidos— ha crecido sustancialmente, y los cambios en el uso del suelo están reduciendo la cobertura forestal del país. Asimismo, debido a la finalidad eminentemente recaudadora de las privatizaciones, el objetivo de la eficiencia microeconómica se perdió de vista. La manera como se privatizaron las empresas causó problemas de poder de mercado cuyas consecuencias todavía sentimos.


    Por otra parte, desde finales de 2008 la economía mexicana se ha visto directamente afectada por la crisis financiera de Estados Unidos, que también ha tenido consecuencias en la economía global. A pesar de su gran importancia, los trabajos contenidos aquí fueron escritos con anterioridad y, por lo tanto, no incluyen el análisis de la crisis.


    Este volumen está dedicado al análisis de los efectos que las reglas y políticas macroeconómicas tienen sobre la volatilidad y la tasa de crecimiento del producto y el impacto de las políticas públicas, es decir, en un sentido más amplio, sobre la desigualdad y la pobreza. Participa para este fin un grupo de economistas de El Colegio de México, que comprende profesores-investigadores de la institución, ex alumnos e investigadores que laboraron en ella en el pasado.


    La crisis de la deuda de los ochenta dejó como secuela la adopción de políticas cautelosas en el ámbito monetario y fiscal. En particular, se ha tratado de definir un marco de política macroeconómica basado en reglas para, entre otras cosas, evitar que las tentaciones políticas de corto plazo conduzcan a decisiones económicas costosas. Entre las reformas importantes estuvo la aprobación de la ley que dio independencia al Banco de México en 1994. La crisis del peso de 1994-1995, sin embargo, puso de manifiesto el peligro de pretender limitar la política fiscal y monetaria mediante reglas cambiarias rígidas. Por ello, el énfasis en definir reglas para la política monetaria y fiscal continuó. Resaltan, por ejemplo, la adopción de un esquema de objetivos de inflación por parte del Banco de México a partir de 1999 y la introducción de la ley de presupuesto equilibrado en 2006 (DOF, 2006).


    Si bien en principio una política macroeconómica basada en reglas claras debiera ser algo deseable, como argumenta Gerardo Esquivel en su capítulo —dada la gran integración de la economía mexicana al ciclo estadounidense—, el esquema de objetivos de inflación adoptado por el Banco de México y la ley de presupuesto equilibrado dejaron al gobierno con muy poco margen de maniobra para manejar los altibajos económicos y, peor aún, tienden a amplificarlos en lugar de amortiguarlos. Es decir, la volatilidad de la economía frente a los vaivenes externos puede haberse exacerbado y como tiene efectos negativos sobre el crecimiento, la situación ha resultado contraproducente. Para que México pueda poner en marcha políticas macroeconómicas anticíclicas, Esquivel recomienda que se amplíe el mandato del Banco de México y se modifiquen las reglas de responsabilidad hacendaria vinculando las decisiones a la manutención de un déficit estructural máximo y a un presupuesto equilibrado en cada ejercicio. No todos estarían de acuerdo con ampliar el mandato del banco central. Por ejemplo, en su capítulo Ize concuerda en que se modifiquen las reglas fiscales, pero no cree que se deba ampliar el mandato del Banco de México porque se pone en riesgo su efectividad para controlar la inflación.


    Las crisis también derivaron en una política cautelosa respecto del endeudamiento público, lo que condujo a que en 2002 la deuda de México obtuviera el grado de inversión por parte de las agencias calificadoras. Sin embargo, como señala Jorge Fernández en su trabajo, México tiene aún dos fuentes principales de vulnerabilidad: el aumento no trivial de los pasivos contingentes y diferidos (como por ejemplo, el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario) y la gran dependencia de los ingresos públicos del comportamiento de los precios del petróleo. Así, a pesar de tener una deuda como proporción del PIB relativamente baja, la percepción sobre la solidez de las finanzas públicas se vino abajo con la caída de los precios del petróleo en la segunda mitad de 2008. La dependencia de los ingresos petroleros es, probablemente, la causa estructural más fuerte —más que las reglas de presupuesto equilibrado— de que el margen de maniobra para poner en práctica políticas fiscales anticíclicas sea tan restringido.


    Una pregunta central en relación con México es por qué —a pesar de las reformas y la mayor integración con la economía estadounidense— la tasa de crecimiento ha sido tan modesta. Para Ize y Ros la razón principal por la cual la economía mexicana no crece es la falta de rentabilidad de la inversión privada y, a su vez, la causa principal de ello es la presencia de un tipo de cambio apreciado. Los autores consideran que el tipo de cambio apreciado es resultado de la política macroeconómica pero, como parten de modelos diferentes, las recomendaciones también lo son. Ize sugiere aumentar el ahorro público cuando, en el modelo de Ros, esto conduciría a una mayor apreciación.[4] Lo interesante es que, a pesar de considerar perspectivas teóricas y empíricas tan diferentes, identifican la falta de rentabilidad de la inversión privada como el factor determinante que explica el bajo crecimiento económico en el periodo posterior al TLCAN. Óscar Fernández coincide con los autores Equivel, Ize y Ros en que el factor determinante del escaso crecimiento de la economía mexicana es la tasa de inversión relativamente baja. Sin embargo, a diferencia de ellos, argumenta que esto se debe a que México continúa enfrentando restricciones por el lado de la balanza de pagos debido a la magnitud del componente importado de la inversión.


    Por otra parte, un tema recurrente en el análisis de los factores que exacerban la volatilidad y limitan el crecimiento es la composición de los in­gresos públicos. En la medida en que éstos dependan en gran parte de los ingresos petroleros, la posibilidad de llevar a cabo políticas fiscales anticíclicas (como proponen Esquivel e Ize) o de expandir la inversión pública (como propone Ros) se ve fuertemente restringida. Por ello, Horacio Sobarzo recomienda en su capítulo realizar una reforma fiscal que reduzca la dependencia de los impuestos al petróleo y que, al mismo tiempo, amplíe el margen de la política fiscal como instrumento redistributivo. Si se parte de la experiencia de los países avanzados, esto significaría incrementar el peso de los impuestos a los ingresos de las personas físicas, como los impuestos a las herencias y a los ingresos de capital. Asimismo, el autor sugiere la eliminación gradual de las exenciones del impuesto al consumo (en particular, el IVA) e incluir en la reforma a los gobiernos estatales y municipales para evitar el riesgo de irresponsabilidad fiscal por parte de los gobiernos subnacionales.


    En términos del impacto de las políticas macroeconómicas y las políticas públicas —en un sentido más amplio, sobre la equidad—, Robert Blecker expresa que el cambio estructural ocasionado por la apertura comercial no se tradujo en una expansión de la demanda de mano de obra no calificada, y esto —resultado diferente al que se esperaba—, combinado con el cambio tecnológico intensivo en la mano de obra calificada, explica, en parte, el incremento en la desigualdad salarial entre trabajadores calificados y no calificados observado entre mediados de los ochenta y mediados de los noventa. Argumenta que la caída en la brecha salarial entre los dos tipos de mano de obra se explica principalmente por un cambio en la composición de la oferta de mano de obra (un aumento en la participación relativa de trabajadores con mayor calificación), además de cambios en la demanda ocasionados por las complementariedades entre la producción industrial de Estados Unidos y México.


    En su capítulo, Nora Lustig concuerda con Blecker en que la liberalización comercial de los ochenta es parcialmente responsable del aumento en la desigualdad salarial. Además, argumenta que las políticas de ajuste de los ochenta y las privatizaciones y el desmantelamiento de los esquemas de subsidios de los noventa contribuyeron a incrementar la pobreza y la desigualdad. En particular, porque el ajuste de los ochenta fue, posiblemente, un “sobreajuste”, y no se contaba entonces con programas de protección social (safety nets) dirigidos a la población más pobre, de manera que sus niveles de vida estuvieran relativamente protegidos de los embates del ajuste. Por otra parte, si bien las privatizaciones de los servicios de telefonía y —en algunos estados— agua mejoraron el acceso de los pobres, los precios de los dos servicios fueron, en promedio, más altos después de las privatizaciones (tuvieron un efecto negativo sobre el poder de compra de los hogares pobres). Además, aproximadamente la mitad de los trabajadores que fueron despedidos no se reinsertaron en el sector formal a un año de haber perdido su empleo, sus salarios fueron más bajos cuando fueron reempleados y muchos perdieron acceso a la seguridad social (se desconoce el efecto neto sobre la pobreza). Finalmente, si bien el grueso de los beneficios de los subsidios generalizados iba a los sectores no pobres, debido a la ausencia de programas compensatorios era de esperarse que el desmantelamiento de dichos esquemas haya tenido un impacto negativo sobre el bienestar de la población pobre.


    Según la autora, estas tendencias hacia una mayor desigualdad comenzaron a disiparse a mediados de los noventa, a raíz de la reducción de la brecha salarial entre trabajadores calificados y no calificados, que también analiza Blecker, y el alcance redistributivo de las transferencias monetarias dirigidas a la población pobre como Progresa/Oportunidades. Sin embargo, la desigualdad aún es alta y el grueso del gasto público es neutro o regresivo en términos distributivos.


    En su trabajo “De la inestabilidad macroeconómica al estancamiento estabilizador: el papel del diseño y conducción de la política económica”, Gerardo Esquivel argumenta que el TLCAN, la adopción de un esquema de objetivos de inflación (inflation targeting) por parte del Banco de México a partir de 1999 y, finalmente, la introducción de la ley de presupuesto equilibrado en 2006 (DOF, 2006) dejaron a los encargados de la política económica no sólo con muy poco margen de maniobra para manejar los ciclos económicos, sino que también tienden a amplificar los ciclos en lugar de amortiguarlos.


    A partir de la puesta en marcha del TLCAN, el nivel y la tasa de crecimiento de la actividad económica de México y el ciclo económico de Estados Unidos están altamente sincronizados. Mientras que la correlación en niveles de actividad industrial, por ejemplo, era de 0.72 antes del TLCAN, ésta pasó a ser igual a 0.98 en el periodo posterior al TLCAN y llegó a ser, incluso, de 0.99 para el periodo 1997-2008. Asimismo, se estima que por cada cambio de un punto porcentual en el empleo no agrícola en Estados Unidos, el empleo en México cambia en la misma dirección en 0.97 puntos porcentuales. Existe, entonces, una dependencia muy fuerte entre ambas economías en el nivel industrial, cuyos componentes, al parecer, producen de manera predominante bienes complementarios. Fuera de la crisis mexicana de 1994-1995 (que fue causada fundamentalmente por desequilibrios propios y no por el ciclo del país vecino), los demás movimientos del ciclo económico estadounidense parecen haberse trasladado íntegramente hacia la economía mexicana.


    Con la adopción de la política monetaria con objetivos de inflación, el Banco de México plantea en forma explícita un objetivo numérico de inflación (medida por medio del índice nacional de precios al consumidor) y un intervalo de ± 1 punto porcentual para definir la denominada “zona de confort” del banco central. Según Esquivel, esto ha implicado que el Banco de México se haya preocupado fundamentalmente por alcanzar la estabilidad de precios y que no le haya otorgado un peso muy importante a la estabilización de la actividad económica en sus decisiones de política.[5]


    Esta regla significa que —ante una recesión en Estados Unidos, por ejemplo— las respuestas de política monetaria no estarían necesariamente sincronizadas. Cuando se presenta una recesión en Estados Unidos su Reserva Federal responde bajando las tasas de interés. Ésta debería ser la respuesta anticíclica en México. Sin embargo, el Banco de México podría reaccionar de manera distinta dependiendo de cuál fuera la situación inflacionaria en el país. Por ejemplo, si el Banco de México considerara el nivel de precios como estable o con presiones al alza, entonces es probable que mantuviera constante, o incluso incrementara, la tasa de interés interna, lo cual aumentaría sus diferenciales respecto de las tasas de interés en Estados Unidos y podría dar lugar a un proceso de ajuste más lento y prolongado, así como a una mayor volatilidad en el tipo de cambio. De hecho, esto fue lo que ocurrió entre el último trimestre de 2007 (cuando la economía estadounidense entró en recesión) y el último de 2008.


    Por su parte, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH) aprobada en 2006 establece el criterio de un presupuesto federal equilibrado y la creación de fondos de estabilización asociados, sobre todo, a los aumentos inesperados en el precio del petróleo, así como criterios específicos para hacer uso de estos fondos en caso de que los ingresos previstos no se alcancen, ya sea por caídas no esperadas en el precio del petróleo o por una disminución en la captación de otros ingresos.


    Esquivel argumenta que el primer criterio implica una política de carácter procíclico en la que incrementos en los ingresos podrían dar lugar a elevar los gastos, mientras que caídas en la recaudación reducirían las erogaciones. Nos muestra que así fue la forma en que el presupuesto federal operó entre 1994 y 2007, y añade que los fondos de estabilización en México no están cabalmente diseñados para modificar dicha tendencia procíclica de la política fiscal. En otras palabras, el gobierno mexicano enfrenta serias limitaciones para poder utilizar la política fiscal como instrumento de política anticíclica, en la eventualidad de una recesión o de un choque negativo externo. Esto se hizo patente cuando el gobierno enfrentó dificultades serias para responder al embate de la crisis financiera de Estados Unidos.


    En síntesis, el comportamiento de la economía mexicana está muy sincronizado con el de la economía estadounidense, no así las respuestas de política macroeconómica que, por sus reglas (algunas ya transformadas en ley), no sólo limitan el margen de maniobra ante un choque recesivo sino que, incluso, podrían exacerbar su efecto. Esquivel concluye que, para modificar esto, sería necesario cambiar la política monetaria hacia un esquema de objetivos de inflación “flexible”, para que el Banco de México pueda responder a choques externos de manera más sincronizada con la Reserva Federal y transitar hacia un objetivo de inflación que sólo considere el núcleo de la misma (core inflation) en el proceso de toma de decisiones de política monetaria. Por el lado de la política fiscal, sería necesario eliminar de la ley los componentes que acentúan el comportamiento procíclico de la economía y establecer un marco para la política fiscal que incluya estabilizadores automáticos (por ejemplo, un seguro de desempleo) y que otorgue, de manera precisa, un cierto margen para que se pueda aplicar una política fiscal de carácter anticíclico. En particular, sería conveniente introducir (como lo ha hecho Chile) el concepto de “balance estructural” e incorporarlo en la ley, de tal manera que esto permita aplicar una verdadera política anticíclica en el futuro.


    En “¿Puede la política macroeconómica ayudar a México a crecer?”, Alain Ize se pregunta si modificaciones en la política monetaria, cambiaria y fiscal podrían contribuir a elevar la tasa de crecimiento del PIB, que —como mencionamos antes— a partir de mediados de los noventa ha sido, en promedio, relativamente baja. El autor concuerda con quienes abogan por la necesidad de profundizar las reformas estructurales para estimular el crecimiento. Sin embargo, sostiene que también hay margen para que la política macroeconómica contribuya a la expansión económica. A diferencia de Esquivel, Ize considera que no sería conveniente ampliar el mandato del Banco de México más allá del objetivo de control de la inflación, porque ello arriesgaría la independencia y eficacia de la institución. Coincide con Esquivel en la necesidad de modificar las reglas de la política fiscal (incluyendo los fondos de estabilización) para que ésta pueda utilizarse como mecanismo anticíclico y para que disminuya la volatilidad del tipo de cambio. No obstante, su propuesta al respecto difiere de la de dicho autor.


    Con base en la literatura sobre macroeconomía y crecimiento, Ize presenta una síntesis de los factores que pueden haber estado detrás de la falta de crecimiento. En particular, explora el papel de los tres que se mencionan típicamente en el análisis teórico y empírico de la macroeconomía del crecimiento: los flujos de ahorro e inversión, el tipo de cambio real y la volatilidad. A partir de la evidencia empírica concluye que el ahorro y la inversión son importantes para el crecimiento y que en México parece ser la baja tasa de inversión —y no los bajos niveles de ahorro— la causa principal del reducido crecimiento.


    Ize considera que la baja tasa de inversión es reflejo de su reducida rentabilidad, producto del tipo de cambio real apreciado. Para hacerlo más competitivo y con ello estimular la inversión privada y el crecimiento, sugiere cambios en la política fiscal (pero no en la monetaria). En particular, propone ahorrar una mayor proporción de los ingresos fiscales procedentes del petróleo, invertirlos en el extranjero y reemplazar los ingresos petroleros por otras fuentes. Finanzas públicas equilibradas y un menor consumo del gobierno presionaría menos la demanda de bienes no comerciables, haría bajar su precio relativo y, en consecuencia, depreciaría el tipo de cambio. El autor considera que en México no hay mucho margen para reducir el gasto público pero se podrían invertir los ingresos petroleros, que equivalen a 8% del PIB. Muestra que los rendimientos de dicha inversión en términos financieros y de crecimiento (mediante el impacto de un tipo de cambio más competitivo) son suficientemente altos como para considerar esta alternativa de política. Reconoce que, en buena medida, el gobierno ya ha intentado ponerla en marcha con base en el fondo de estabilización del petróleo, pero que la iniciativa ha estado limitada por vincularse a cambios en el precio del mismo, y no a los ingresos petroleros en su conjunto. El autor propone, entonces, ampliar este mecanismo añadiendo al fondo de estabilización una fracción creciente de los ingresos petroleros.


    Añade que los resultados empíricos también sugieren que la volatilidad o la expectativa de volatilidad del tipo de cambio —en particular sus movimientos bruscos o la posibilidad de que ocurran— afectan al crecimiento de manera negativa. En el caso de México es clave garantizar la sustentabilidad de la política macroeconómica a la luz de las crisis recurrentes a partir de mediados de los años setenta. El relativamente bajo riesgo soberano es prueba de que la credibilidad respecto a México ha aumentado de manera considerable. No obstante, el diferencial entre las tasas de interés de México y Estados Unidos (aun descontando los aspectos idiosincrásicos que conducen a una tasa baja en el último país) implica que las expectativas devaluatorias —el llamado peso problem— continúan siendo un factor de riesgo. Por otra parte, si bien el tipo de cambio ha sido relativamente estable, al menos hasta hace poco, podría volverse más volátil debido a un entorno inflacionario mundial ocasionado por el aumento del precio de las materias primas (alimentos y combustibles, en particular) y a que en Estados Unidos se opte por “inflar” para reducir el peso de la deuda pública, que ha crecido considerablemente a raíz de la reciente crisis global.


    Para limitar la volatilidad del tipo de cambio, Ize propone poner en marcha políticas fiscales y prudenciales anticíclicas para así “liberar” a la política monetaria convencional de tener que cargar con la mayor parte del peso de las políticas anticíclicas. Al respecto sugiere: 1] introducir reglas de ajuste automático a la política fiscal —al estilo de Chile— y diseñar mecanismos de recaudación y gasto que sustenten la política fiscal anticíclica; 2] buscar que en la nueva regulación financiera la política prudencial tenga rasgos anticíclicos, y 3] hacer uso de instrumentos de política monetaria no convencional como el encaje (no remunerado), por medio del cual el gobierno puede allegarse recursos de manera menos onerosa.


    En el capítulo “Política fiscal, tipo de cambio y crecimiento en regímenes de alta y baja inflación: la experiencia de México”, Jaime Ros investiga los determinantes macroeconómicos del desempeño de la inversión y el crecimiento en la economía mexicana desde principios de los años ochenta, dando especial atención al papel de las políticas fiscal y cambiaria. Utiliza una variante de los modelos macroeconómicos de las corrientes poskeynesianas y estructuralistas para identificar por qué la inversión ha crecido poco de 1982 en adelante. El análisis supone que


    el producto se mantiene siempre por debajo de la plena utilización de la capacidad productiva y la oferta de trabajo nunca constituye una restricción a la expansión del producto potencial (que está plenamente determinado por el acervo de capital físico); la política monetaria es puramente pasiva y el estado de las finanzas públicas no afecta la tasa de interés real (de manera que el gasto público nunca tiene efectos de desplazamiento de la inversión privada); el nivel de producto se ajusta en el mercado de bienes para arrojar los ingresos tributarios que permiten cumplir la restricción presupuestaria del gobierno, y los flujos de capital privado provenientes del exterior no son una restricción a la inversión privada.


    Ros admite que estos supuestos son muy restrictivos y que no funcionarían para un análisis de los determinantes del crecimiento a largo plazo. Sin embargo, considera que es un marco teórico útil para el análisis de corto y mediano plazos entre 1982 y 2007, periodo “en el que la economía ha operado por debajo (y en ocasiones muy por debajo) de su potencial”.


    Ros hace referencia a sus trabajos anteriores en los que argumenta que el reducido crecimiento de la economía mexicana se debe a la baja tasa de inversión, y no a una desaceleración de la productividad o a la baja tasa de formación de capital humano. Entre 1978-1981 y 2004-2006 la inversión total como proporción del PIB bajó de 24.9 a 19.8%. Según él hay cuatro factores que podrían explicar la caída: la contracción de la inversión pública (en infraestructura, en particular), que durante dicho periodo se redujo de 11 a 4.4% del PIB, la presencia de un tipo de cambio real sobrevaluado durante la mayor parte del periodo a partir de 1990, el desmantelamiento de la política industrial y el bajo crédito bancario disponible para el sector privado.


    Con base en el marco analítico y la evolución de las variables macroeconómicas, Ros concluye que uno de los principales factores que explican la baja tasa de crecimiento de la inversión privada y el producto ha sido la caída de la inversión pública durante los años ochenta, cuando México enfrentó la crisis de la deuda. Los efectos contraccionistas de la caída en la inversión pública se presentaron por medio de dos mecanismos: la reducción en la utilización de la capacidad instalada (efecto del lado de la demanda) y la reducción del efecto atracción asociado a las complementariedades entre la inversión pública en infraestructura y la inversión privada (efecto del lado de la oferta). Además, durante los ochenta la economía operó en un régimen de alta inflación con un elevado grado de indización. Debido a ello y al componente inercial de la inflación, las varias devaluaciones del peso se tradujeron en una aceleración de la inflación, lo cual, a su vez, tuvo efectos negativos sobre la inversión privada.


    Durante los años noventa, la inversión privada y, en menor medida, la inversión total se recuperaron (lo que sólo se interrumpió durante la crisis de 1994-1995). Ros argumenta que este resultado aparentemente paradójico se explica porque, si bien el ajuste fiscal puede llevar a una reducción de la inversión privada (dependiendo de qué parte del ajuste afecta al consumo vs. la inversión pública), la reducción de la inflación generada por las políticas de ingresos heterodoxas no deriva en una disminución de la inversión privada. El resultado surge de las características del modelo utilizado por el autor en situaciones de alta inflación. En este modelo


    los efectos contraccionistas del ajuste fiscal sobre la utilización de la capacidad están ausentes si la desinflación se lleva a cabo a través de un programa heterodoxo que reduce el componente inercial de la inflación. En este caso, […] la utilización de la capacidad se mantiene constante y el tipo de cambio se aprecia […] El resultado es una reducción de la inflación y una recuperación de la inversión privada y total. Este patrón de desinflación, apreciación real y recuperación de la inversión privada es exactamente lo que encontramos después de los ajustes fiscales con política de ingresos en los periodos 1990-1994 y 1996-2000.


    En el periodo 2000-2007 México entró, por fin, en un régimen de baja inflación. En tales condiciones la devaluación del tipo de cambio tiene un efecto menor sobre la inflación y predomina el efecto positivo sobre la rentabilidad de la inversión. A partir de los supuestos del modelo utilizado por Ros, la política fiscal contraccionista del periodo resultó en una apreciación del tipo de cambio, lo que, a su vez, disminuyó la competitividad (rentabilidad) de la inversión privada, y, por ello, la tasa de crecimiento del producto ha sido relativamente baja. El resultado —a primera vista paradójico— de la relación entre una política fiscal restrictiva y la apreciación cambiaria se presenta porque, al disminuir la demanda agregada, la cuenta corriente de la balanza de pagos tendría un superávit (déficit) mayor (menor) y el tipo de cambio nominal se tendría que apreciar para restablecer el equilibrio macroeconómico. Para el autor, entonces, una política fiscal expansiva ocasionaría una depreciación del tipo de cambio real (además de un efecto positivo sobre el grado de utilización de la capacidad productiva) y, con ello, un incremento en la inversión privada y en la tasa de crecimiento.


    Tanto Ros como Ize sugieren que la decepcionante tasa de crecimiento está asociada a la baja rentabilidad de la inversión generada por la apreciación del peso. No obstante, a diferencia de este último, Ros considera que aumentar el ahorro público (que no tenga como contraparte un aumento en la inversión pública) apreciaría el tipo de cambio. La diferencia surge porque los autores parten de modelos diferentes de la economía. En el de Ize hay dos sectores: uno de bienes comerciables y otro de bienes no comerciables. En este tipo de modelos el aumento en la demanda agregada ocasionado por una política fiscal expansiva eleva el precio relativo de los bienes no comerciables (es decir, produce una apreciación del tipo de cambio). En el modelo de Ros, en cambio, se supone que hay un solo sector (de bienes comerciables) con capacidad ociosa. Una expansión fiscal eleva la demanda agregada y las importaciones, y para restablecer el equilibrio en la cuenta corriente el tipo de cambio nominal se tiene que depreciar. Como hay capacidad ociosa, los precios internos suben proporcionalmente menos que la devaluación nominal, lo cual produce una depreciación del tipo de cambio real.


    En “La restricción por balanza comercial al crecimiento”, Óscar Fernández coincide con los autores Esquivel, Ize y Ros en que un factor determinante del bajo crecimiento de la economía mexicana es la relativamente baja tasa de inversión. Sin embargo, a diferencia de ellos, considera que la principal restricción a la expansión de la inversión no proviene de su baja rentabilidad sino de las restricciones externas. Argumenta que la estructura productiva de la economía mexicana es tal que existe un fuerte componente de importaciones no competitivas (poco sensibles a los precios relativos), de manera que, cuando la producción se expande, crece el déficit de la balanza comercial. Mientras los flujos del exterior (remesas y capitales) cubran ese déficit, la economía puede expandirse. No obstante, cuando se intenta incrementar la tasa de crecimiento más allá del soporte proveniente de estos flujos la economía tiene que desacelerarse o, en el peor de los casos, puede entrar en una crisis de balanza de pagos. La restricción se reduce también cuando la demanda de exportaciones mexicanas aumenta. Dada la concentración de las exportaciones mexicanas en ventas a Estados Unidos (alrededor de 80% de las exportaciones), el crecimiento de la economía mexicana está fuertemente afectado por el ciclo económico de ese país.


    A partir de la aplicación a la economía mexicana de una versión ampliada del modelo de crecimiento de Harrod-Domar, Fernández encuentra que la tasa de crecimiento potencial con balanza comercial equilibrada muestra “una tendencia decreciente desde mediados de los años noventa. Ello explica que en este último periodo, aunque el crecimiento de la inversión ha sido moderado (2.4% promedio anual), el déficit comercial con el exterior se ha elevado, llegando a representar 2.9% del PIB en 2007”. Según el autor, esta tendencia se debe a dos factores: la caída en el ahorro interno ocasionada por la rápida expansión del consumo privado (sobre todo el suntuario) y el aumento de la razón incremental capital-producto, lo cual ha implicado que “México cada vez requiere […] más inversión para producir una unidad de producto”. La fuerte dependencia de flujos externos para crecer explica, en parte, la aguda contracción de la economía mexicana ante la crisis financiera global y, en particular, ante la contracción de la economía estadounidense. Para superar las restricciones al crecimiento, las políticas públicas deberán fomentar el ahorro privado interno y mejorar la eficiencia (reducir la razón incremental capital-producto).


    En su análisis “Comercio, empleo y distribución: efectos de la integración regional y global”, Robert Blecker analiza las consecuencias de la mayor apertura de la economía mexicana sobre el nivel y la composición del comercio y del empleo, y la desigualdad salarial entre trabajadores calificados y no calificados. Concluye que, si bien la apertura condujo a un cambio fundamental en el nivel y la composición del comercio, éste no estuvo asociado a mayor empleo o a una reducción de la brecha salarial. Argumenta que la principal razón de ello es que —en comparación con otros países como China e India— “México no es un país altamente abundante en trabajo —especialmente el no calificado”. A partir del proceso de liberalización comercial que comenzó a mediados de los ochenta, el comercio exterior como proporción del PIB (medido como relación de importaciones más exportaciones a PIB) aumentó de 25 a 66% en 2007. Las exportaciones han continuado muy concentradas en ventas a Estados Unidos pero, a partir del año 2000, crecieron menos que el total de las importaciones no petroleras provenientes de ese país.


    Si bien México pudo mantener su posición relativa en cuanto al comercio con Estados Unidos (ya que, prácticamente, el aumento de participación de China se reflejó en una caída en la participación de otros países), con base en los análisis empíricos disponibles Blecker argumenta que, sin la entrada de China, las exportaciones mexicanas a Estados Unidos hubieran continuado con la tendencia al alza observada en los noventa después de la aprobación del TLCAN y la devaluación del peso en 1995.


    Las tendencias observadas en el comportamiento de las exportaciones mexicanas se reflejaron en el empleo en las industrias más orientadas hacia el exterior. Por ejemplo, en las maquiladoras éste creció entre 1988 y 1994 y, más aún, entre 1994 y 2000, pero a partir del último año el comportamiento cambió. En particular en la industria maquiladora, en las ramas de textiles, artículos de vestir y calzado, así como en las de maquinaria y equipo (excluyendo transporte). Al mismo tiempo, el empleo en las industrias no maquiladoras parece haber disminuido a partir de la apertura. Blecker concluye que “al considerar todas las cifras queda claro que el empleo total en las industrias manufactureras, en su conjunto, ha aumentado relativamente poco en las últimas dos décadas y ha disminuido a partir de 2000”. La expansión de las exportaciones no se tradujo en un incremento proporcional del empleo, porque las industrias exportadoras tienden a ser intensivas en importaciones con pocos eslabonamientos hacia atrás, no son relativamente intensivas en el uso de mano de obra y es en ellas donde se ha con­centrado el cambio tecnológico sesgado al trabajo calificado.


    En otras palabras, el cambio estructural debido a la apertura en la participación del comercio no se tradujo en una expansión de la demanda, especialmente de la mano de obra no calificada. El resultado es diferente al que se esperaba y explica, en parte, el incremento en la desigualdad salarial entre trabajadores calificados y no calificados observado a partir de mediados de los ochenta. El autor argumenta que la apertura no implicó una ventaja comparativa para los sectores que son intensivos en mano de obra no calificada, tendencia que se intensificó con la entrada de China al comercio mundial. La combinación de las características del proceso de apertura y el cambio tecnológico intensivo en mano de obra calificada explican el aumento relativo en su demanda y el correspondiente crecimiento en la brecha salarial entre trabajadores calificados y no calificados, desde mediados de los ochenta hasta mediados de los noventa, cuando subió 52% entre 1987 y 1996.


    Aunque la brecha salarial disminuyó 12% entre 1996 y 2007, el autor manifiesta que eso no es prueba de que —con la entrada en vigor del TLCAN— por fin el efecto anticipado por el teorema de Stolper-Samuelson se presentara. Lo anterior se debe a que los indicadores del comportamiento de los precios relativos de los bienes intensivos en mano de obra no calificada van en sentido contrario al esperado (disminuyeron en lugar de aumentar) y a que la brecha salarial disminuyó más en las industrias orientadas al mercado interno que en las exportadoras. Blecker considera que la reducción en la brecha salarial es resultado, principalmente, de un cambio en la composición de la oferta de mano de obra (un aumento en la participación relativa de trabajadores con mayor calificación), además de cambios de la demanda ocasionadas por las complementariedades entre la producción industrial de Estados Unidos y México. Esto último es más un reflejo de la integración que de la apertura, y sus efectos sobre los salarios parecen estar concentrados en las zonas fronterizas de los dos países donde se ubica la mayoría de las plantas de ensamblaje.


    El excesivo endeudamiento externo de México fue una de las principales causas de la crisis de 1982 y de las dificultades del ajuste a lo largo de los ochenta.


    En el capítulo “El manejo de la deuda pública externa”, Jorge Fernández analiza las causas y consecuencias del endeudamiento mexicano. Hace un repaso sobre los beneficios potenciales de tener acceso a crédito externo y resume la historia del endeudamiento externo de América Latina, de México en particular, durante los siglos XIX y XX.


    Para nuestro análisis sobre el comportamiento de la economía mexicana después del ajuste y las reformas estructurales de los ochenta son de especial interés las secciones que cubren el periodo de 1973 en adelante. Sin embargo, un aspecto relevante para el presente del estudio histórico es una constante del mercado internacional de capitales: su carácter procíclico. En los periodos de auge asociados a un descubrimiento de un recurso natural, cambio tecnológico o transformaciones productivas en gran escala, los flujos de financiamiento desde los países acreedores a los países deudores se expanden a gran velocidad, abarcando de manera creciente proyectos cada vez más riesgosos. Cuando la situación comienza a mostrar rasgos de insostenibilidad, los flujos de capitales se retraen a la misma velocidad. De esta manera, el comportamiento de dichos movimientos exacerba la volatilidad del ciclo económico. En los casos en que dichos procesos desembocan en crisis, el análisis de las causas de las crisis de endeudamiento, así como las políticas para resolverlas y prevenirlas, han sido objeto de gran debate en círculos académicos y en el ámbito de los gobiernos y organismos multilaterales.


    En cuanto a las pautas del proceso de endeudamiento externo público de México a partir de 1973, las lecciones aprendidas son que tanto la magnitud y evolución como la composición (corto vs. mediano y largo plazos) son factores determinantes para que un país pueda verse enfrentado a una súbita restricción de acceso al crédito externo. Durante los años setenta, la abundancia de petrodólares abarató y facilitó el acceso al crédito de la banca comercial, y México, al igual que muchos otros países en desarrollo, decidió aprovechar dicha oportunidad para expandir el gasto público de consumo y, sobre todo, de inversión (en capital humano e infraestructura). Entre 1972 y 1975 el déficit público aumentó de 5 a 10 por ciento.


    Cuando los agentes económicos privados comenzaron a percibir este curso de acción como insostenible se produjo una creciente fuga de capitales. Entonces el endeudamiento público externo ya no solamente financiaba el déficit público y el déficit en cuenta corriente sino también, indirectamente, la transferencia de riqueza privada al exterior.


    De hecho, el endeudamiento público externo creció más en el periodo de fuga de capitales que durante los años anteriores. En 1972 la deuda pública externa era de menos de 7 000 millones de dólares; en 1975 y 1976 se incrementó, respectivamente, en 4 000 millones y en más de 5 000 millones. Finalmente, la salida de capitales se aceleró tanto que ya no era posible manejarla con mayor endeudamiento. En 1976 el peso se devaluó y México enfrentó una crisis.


    La crisis fue de corta duración por el descubrimiento de grandes yacimientos de petróleo. Entre 1978 y 1981 el gobierno continuó con políticas fiscales expansionistas y aumentó el endeudamiento externo aún más. En un proceso que guardaba ciertas similitudes con lo ocurrido en 1976, poco después de que los precios internacionales del petróleo empezaron a disminuir a partir de 1981, el gobierno volvió a enfrentar fuga de capitales y restricciones al acceso de crédito en los mercados internacionales. Esto ocasionó otra crisis de la deuda de la cual fue mucho más difícil salir. Si bien es cierto que los mercados de capitales se comportaron en su típica forma procíclica, el problema, en términos de política pública, fue que, durante el periodo 1978-1982, el modelo de crecimiento dependió de la evolución de dos variables sobre las cuales el gobierno no tenía influencia: los precios mundiales del petróleo y las tasas de interés internacionales.


    La forma de financiamiento trasladaba entonces al país los riesgos de variaciones en dos variables externas cruciales que estaban fuera de su control. Esto suponía una mala asignación del riesgo, precisamente porque se trataba de variables acerca de las cuales el país no tenía información privada, ni controlaba.


    Después de varios años caracterizados por reprogramaciones del servicio de la deuda, en 1989 se lanzó el Plan Brady que —finalmente— incorporó mecanismos para reducir el capital o los intereses. Esto fue seguido de una fuerte caída en las tasas de interés y una cuantiosa repatriación de capitales.


    A partir del éxito del acuerdo de 1989 se suponía “que los problemas de pago de deuda habían quedado definitivamente superados”. Sin embargo, la crisis que comenzó en diciembre de 1994 mostró lo contrario. En esta ocasión fue la estructura de la deuda pública —concentrada en instrumentos de corto plazo indizados al dólar (Tesobonos)— lo que puso a México al borde del incumplimiento, que se evitó mediante un megapaquete de rescate que involucró a los organismos multilaterales y el Tesoro estadounidense. Una vez sorteada la crisis, el gobierno se concentró en reducir el monto total de la deuda y cambiar su composición a deuda interna. La deuda externa neta como proporción del PIB cayó de 32.4% en 1995 a 4.3% en 2007, y el componente interno pasó de representar 20% en 1996 a 82% en 2007. La estrategia condujo a que, en 2002, la deuda de México obtuviera el grado de inversión por las agencias calificadoras. El autor considera que, a pesar del enorme progreso, subsisten dos factores de preocupación: los pasivos contingentes y diferidos (incluidos en el “Saldo histórico de los requerimientos financieros del sector público”) han aumentado de manera no despreciable, y la dependencia de los ingresos fiscales, del comportamiento de los ingresos petroleros. Entre los primeros se encuentra el IPAB, producto de la socialización de las pérdidas de la banca durante la crisis de 1994-1995. Con respecto a lo segundo, la vulnerabilidad para la macroeconomía mexicana ocasionada por dicha dependencia se ha hecho patente durante la crisis financiera global que comenzó a finales de 2007. La brusca caída de los precios mundiales del petróleo dio poco margen al gobierno para emprender políticas anticíclicas y pusieron en riesgo su calificación como grado de inversión.


    En el capítulo “Reforma fiscal y relaciones fiscales intergubernamentales”, Horacio Sobarzo trata un problema importante para la política macroeconómica y la equidad: las deficiencias de la recaudación fiscal y en la asignación del gasto a gobiernos subnacionales estatales y municipales, a pesar de los avances logrados en las reformas fiscales de los últimos 30 años. Desde el punto de vista macroeconómico, la relativamente baja tasa de recaudación (alrededor de 18% del PIB) en comparación con países avanzados y la excesiva dependencia en los impuestos provenientes del petróleo (cerca de 6% del PIB) restringen el margen de maniobra del gobierno. Por ejemplo, sería difícil poner en marcha la recomendación de Ize, presentada antes, de transferir una proporción creciente del ingreso petrolero al exterior y sustituirlo por otros ingresos. Asimismo, dicha dependencia hace más vulnerable la política fiscal al comportamiento de los precios mundiales del petróleo y aminora la capacidad de poner en marcha medidas anticíclicas. La relativamente baja carga del impuesto sobre la renta a las personas físicas, el mayor uso relativo de impuestos al consumo como el IVA y la ausencia de impuestos a la herencia y a las ganancias de capital restringen el potencial redistributivo de la recaudación fiscal.


    Las reformas fiscales de las últimas tres décadas lograron introducir un esquema tributario más moderno en el que “fueron exitosas, toda vez que evitaron caídas drásticas de la recaudación como, de hecho, ocurriera en algunas economías de Latinoamérica”, lo que es más notable si se toma en cuenta la volatilidad del PIB, el crecimiento del sector informal y la mayor concentración del ingreso, todos ellos factores que dificultan la recaudación fiscal. Sobarzo menciona que “en el año 2003, de un universo potencial de perceptores de ingreso en el régimen de personas físicas con actividad empresarial y profesional, se tenían registrados […] poco más de cinco millones de contribuyentes, frente a un universo potencial estimado en más de 11 millones”. Esto implicaría una tasa de evasión como proporción del PIB cercana a 1%. A ello habría que añadir los gastos fiscales que, por este régimen, se estimaron en un monto similar.


    Según el autor, las reformas no fueron exitosas en ampliar adecuadamente la base fiscal y operaron en muchos casos de manera procíclica. Además, con el afán de reducir la erosión de los ingresos fiscales a causa de la inflación y por las características de las reformas per se, el proceso de pagar impuestos se ha vuelto cada vez más oneroso para los contribuyentes. Asimismo, los instrumentos fiscales que se introdujeron, como es el caso del IVA, tendieron a ser regresivos y los mecanismos para contrarrestar la regresividad (las exenciones al IVA en el caso de alimentos y medicinas) implicaron ineficiencias y pérdidas recaudatorias; por otra parte, no son la mejor opción desde el punto de vista de la equidad. Finalmente, como la base tributaria no ha podido ampliarse, la carga tributaria sobre el sector que paga impuestos es alta.


    Sobarzo recomienda la instrumentación de una reforma fiscal que reduzca la dependencia de los impuestos al petróleo, pero que, al mismo tiempo, amplíe el margen de la política fiscal como instrumento redistributivo. Si se parte de la experiencia de los países avanzados, esto significaría incrementar el peso de los impuestos a los ingresos de las personas físicas. En particular, los impuestos a la herencia y a los ingresos de capital podrían generar mayores recursos y potenciar la capacidad distributiva de la política recaudatoria. Asimismo, sugiere la eliminación gradual de las exenciones al impuesto al consumo (en especial, el IVA).


    El autor añade que una reforma fiscal cabal debe incluir a los gobiernos estatales y municipales. A partir del proceso de descentralización del gasto en 1992 ha ido aumentando la proporción de gasto público ejercida por los gobiernos subnacionales; en el presente es de más de 60%, aunque en una alta proporción el gobierno subnacional es mero ejecutor de un gasto cuyo destino ya está establecido. “Por el lado de los ingresos, sin embargo, la recaudación ha permanecido concentrada en el gobierno federal, lo que sugiere que, a menos de que los estados participen más del proceso recaudatorio, se corre el riesgo de caer en un escenario de irresponsabilidad fiscal creciente”. Por ejemplo, el aumento de los ingresos estatales derivados del auge de precios del petróleo llevó en 2006 a que los estados aumentaran el gasto corriente en 30% y sólo en 3% el de inversión.


    A partir de 1992, “la discrecionalidad en la asignación del gasto entre entidades prácticamente ha desaparecido y, en consecuencia, hoy existe mayor certidumbre y certeza en la planeación del gasto estatal”. No obstante, de no hacerse una reforma que involucre mayor corresponsabilidad en la recaudación, transparencia y rendición de cuentas por parte de los gobiernos subnacionales, será difícil aumentar la base fiscal, hacer más eficiente el gasto y ampliar los grados de libertad para medidas anticíclicas en el ámbito fiscal.


    En “El impacto de 25 años de reformas sobre la pobreza y la desigualdad”, Nora Lustig analiza la relación entre el proceso de ajuste y las reformas económicas (en particular, la apertura comercial, las privatizaciones, las reformas a las políticas de subsidios generalizados y las transferencias monetarias), y la evolución de la pobreza y la desigualdad. El conjunto de reformas estructurales buscó reducir la intervención del Estado en la economía e integrar a México a la economía mundial con la expectativa de que esto daría como resultado un crecimiento alto y sostenido y mayor equidad. Sin embargo, señala Lustig, después de 25 años de ajuste y cambio estructural los logros en materia de pobreza y desigualdad han sido decepcionantes. “En 2006, la incidencia de la pobreza fue aproximadamente igual a la vigente en 1984 y la desigualdad en la distribución del ingreso fue mayor que en 1984: el coeficiente de Gini en 2006 fue igual a 0.49, o sea dos puntos porcentuales superior al de 1984, estimado en 0.47”. Menciona que, dentro de este panorama negativo, a partir del año 2000 se observan tendencias alentadoras, ya que la desigualdad y la pobreza han disminuido.


    ¿En qué medida los resultados decepcionantes en materia de pobreza y desigualdad están vinculados con las políticas públicas adoptadas? La autora argumenta que las políticas instrumentadas durante el periodo 1983-1988 para hacer frente a la crisis de la deuda tuvieron características de un “sobreajuste” y, por ende, el aumento de la pobreza asociado a la caída del producto fue mayor al que se hubiera presentado con otro tipo de estrategia. Entre 1983 y 1988, el PIB por habitante cayó, en promedio, 1.8% por año y, entre 1984 y 1989, la pobreza extrema aumentó de 13.9 a 17.1%, y la pobreza total de 28.5 a 32.6%. Admite que un ajuste era inevitable, pero señala que por las políticas adoptadas “la caída de los ingresos salariales y no salariales posiblemente fue mayor a la requerida por las restricciones externas”. Además, durante el ajuste fiscal no se protegió el gasto dirigido a la población pobre, ni se pusieron en marcha programas para mitigar el impacto de la crisis sobre los sectores más vulnerables.


    Durante los años ochenta también aumentó la desigualdad: el coeficiente de Gini, por ejemplo, creció de 0.47 en 1984 a 0.53 en 1989. La evidencia empírica muestra que esto estuvo asociado al incremento de la desigualdad de los ingresos laborales, fenómeno que, a su vez, se debió a un aumento de la pendiente de la curva de rendimientos a la educación (es decir, aumentó la brecha de ingresos laborales entre trabajadores con más años de escolaridad y trabajadores con baja o nula escolaridad). Los análisis disponibles —como también se menciona en el artículo de Blecker— sugieren que uno de los factores causales fue la apertura económica, que produjo un cambio tecnológico sesgado hacia la mano de obra calificada y redujo la protección de sectores que —paradójicamente— eran intensivos en mano de obra de baja calificación.


    Como parte de las reformas estructurales, a partir de 1983 se redujo considerablemente el número de empresas públicas y se privatizaron los servicios de agua (en algunos estados), gas natural y telefonía. A raíz de este proceso, el empleo en empresas públicas disminuyó de 4.4% de la fuerza de trabajo en 1982 a entre 2 y 2.5% en los noventa. Las privatizaciones en telefonía y agua mejoraron el acceso de los pobres, pero en el caso de la telefonía la mejora fue menor al promedio. Además, los precios de los dos servicios fueron, en promedio, más altos después de las privatizaciones, es decir, tuvieron un efecto negativo sobre el poder de compra de los hogares pobres. La pérdida de empleos a raíz de las privatizaciones se estimó en 1% de la fuerza de trabajo y, aproximadamente, la mitad de los trabajadores no se reinsertaron en el sector formal a un año de haber perdido su empleo. Los salarios de los trabajadores que permanecieron en las empresas privatizadas mejoraron pero los de los despedidos bajaron y, además, perdieron acceso a la seguridad social (al respecto, no se tienen estimaciones del efecto neto sobre la pobreza y la desigualdad).


    Durante el periodo 1983-1994 se desmantelaron muchos de los esquemas de subsidios generalizados. Lustig señala que, si bien el grueso de los beneficios de los subsidios generalizados iba a los sectores no pobres, debido a la ausencia de programas compensatorios era de esperarse que el desmantelamiento de estos esquemas haya tenido un impacto negativo sobre el bienestar de la población pobre. A mediados de los noventa se introdujeron, por primera vez, programas de transferencias monetarias focalizadas directas: el Programa de Apoyos Directos al Campo, Procampo, el Programa de Empleo Temporal, PET, y el Programa de Educación, Salud y Alimentación, Progresa, llamado “Oportunidades” a partir de 2002. De ellos, sólo Progresa ha funcionado de manera efectiva como un programa redistributivo y de reducción de la pobreza, ya que los beneficios de Procampo no se concentran proporcionalmente más en la población pobre.


    A partir de la segunda mitad de los noventa la desigualdad comenzó a disminuir y la pobreza extrema lo hizo a una tasa más rápida que antes. La autora señala que el análisis empírico sugiere que este cambio alentador se debe parcialmente a dos factores: la reducción en la brecha salarial entre trabajadores calificados y trabajadores con poca calificación (tema que también toca Blecker) y el impacto redistributivo de las transferencias monetarias dirigidas a la población pobre. Sin embargo, “a pesar de estas tendencias alentadoras, la concentración del ingreso en México y las brechas educativas continúan siendo altas”.


    NORA LUSTIG
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    NOTAS AL PIE


    
      
        [*] La coordinadora de este volumen expresa su agradecimiento a los comentaristas de versiones previas de los trabajos en él contenidos; asimismo, reconoce la labor editorial de Rocío Contreras Romo y de Lorena Murillo, así como el apoyo de Bertha Lidia Ceballos en su preparación.

      


      
        [1] Para un análisis de la evolución de la economía mexicana durante el periodo 1975-1995, véase Lustig, 2002.

      


      
        [2] Los temas relativos a los ámbitos microeconómico y de la economía rural son tratados, respectivamente, en los dos volúmenes siguientes de esta obra.

      


      
        [3] Se refiere al periodo 1994-2006; para mayor detalle véase Esquivel, Lustig y Scott, 2010. No incluye el impacto de la crisis de 2008-2009.

      


      
        [4] Óscar Fernández coincide con Equivel, Ize y Ros en que un factor determinante del bajo crecimiento de la economía mexicana es la baja tasa de inversión. Sin embargo, considera que la principal restricción a la expansión de la inversión no proviene de su baja rentabilidad sino de las restricciones externas.

      


      
        [5] Este comportamiento es consistente con su mandato constitucional (artículo 28), que establece que el objetivo prioritario del Banco Central “será procurar la estabilidad del poder adquisitivo de la moneda nacional”.

      

    

  


  
    1. DE LA INESTABILIDAD MACROECONÓMICA AL ESTANCAMIENTO ESTABILIZADOR: EL PAPEL DEL DISEÑO Y LA CONDUCCIÓN DE LA POLÍTICA ECONÓMICA


    CONTENIDO


    INTRODUCCIÓN


    EL DESEMPEÑO ECONÓMICO RECIENTE


    Interpretaciones del crecimiento económico


    TRES DECISIONES CLAVE DE POLÍTICA ECONÓMICA


    Política comercial: el Tratado de Libre Comercio de América del Norte


    Política monetaria: el esquema de objetivos de inflación del Banco de México


    Política fiscal: la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria


    IMPLICACIONES PARA LA POLÍTICA MACROECONÓMICA


    Política comercial: el Tratado de Libre Comercio de América del Norte


    Política monetaria: el esquema de objetivos de inflación del Banco de México


    Política fiscal: la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria


    Síntesis


    CONSIDERACIONES FINALES


    REFERENCIAS

  


  
    1. DE LA INESTABILIDAD MACROECONÓMICA AL ESTANCAMIENTO ESTABILIZADOR: EL PAPEL DEL DISEÑO Y LA CONDUCCIÓN DE LA POLÍTICA ECONÓMICA


    Gerardo Esquivel[1]


    INTRODUCCIÓN


    En las últimas décadas la economía mexicana ha transitado por, al menos, cuatro diferentes etapas: la primera comienza con la recuperación de los estragos causados por la Gran Depresión y culmina alrededor de 1970; durante este periodo la economía mexicana se caracterizó por un rápido crecimiento económico acompañado de una relativa estabilidad de precios,[2] por lo que dicho periodo es usualmente asociado al término “desarrollo estabilizador”. La segunda etapa transcurrió entre 1970 y 1982, época en la que México siguió creciendo a una tasa relativamente alta, aunque empezó a sufrir lapsos de inestabilidad macroeconómica con episodios de devaluación, inflación y con un elevado endeudamiento externo. Durante la tercera etapa, entre 1982 y 1994, el país cursó un importante periodo de ajuste económico, de choques externos negativos (entre otros, un aumento importante en la tasa de interés mundial y una fuerte caída en el precio internacional del principal producto de exportación, el petróleo) y, finalmente, por un episodio en el que se llevaron a cabo varias reformas económicas importantes (Aspe, 1993). Este periodo culminó, a su vez, con una profunda crisis económica que tuvo lugar desde finales de 1994 hasta la primera mitad de 1995. Por último, de 1995 a la fecha, la economía mexicana ha regresado lentamente a la estabilidad macroeconómica, aunque con un crecimiento económico relativamente bajo (inferior a 2% por año, en términos per cápita).[3]


    Por otro lado, en las últimas dos décadas México ha tomado algunas decisiones de política económica que han reducido de manera importante el margen de maniobra de los responsables de esta área. Si bien el resultado podría ser deseable en una etapa de alta volatilidad macroeconómica como la que vivió México (y muchos otros países de América Latina), en la década de los años ochenta, e incluso durante una parte de los noventa, no es obvio que esto sea así en una economía que ya ha alcanzado una relativa estabilidad macroeconómica, y que ahora debería tratar de tener un cierto margen para poder influir sobre la amplitud y duración de los choques económicos a los que se ve sujeta cualquier economía abierta.


    Con el presente trabajo se pretende mostrar cuál ha sido el papel del diseño y la forma de conducir la política económica en México, al explicar la transición de un periodo de crecimiento irregular con inestabilidad macroeconómica (la tercera etapa) hacia un periodo de estabilidad macroeconómica con bajo crecimiento (la cuarta etapa, también conocida, irónicamente, como “estancamiento estabilizador”).[4] Más aún, también trataremos de analizar por qué México se ha vuelto en apariencia más vulnerable frente a la situación macroeconómica en Estados Unidos, y por qué el ciclo económico de México aparece inexorablemente vinculado al de ese país. Para ello, analizaremos el papel de algunas reformas recientes en el diseño y conducción de la política económica en México y discutiremos sus implicaciones políticas.


    Las tres decisiones de política económica a las que nos referiremos son: primero, la firma del TLCAN con Estados Unidos y Canadá, que entró en vigor en 1994; segundo, la adopción de un esquema de objetivos de inflación por parte del banco central a partir de 1999 y, finalmente, la introducción de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria en 2006. Cabe señalar que las tres medidas, de carácter comercial, monetario y fiscal, respectivamente, fueron adoptadas por separado y cada una de ellas encuentra una justificación en su propio ámbito. Sin embargo, explicaremos algunas de las implicaciones en la conducción macroeconómica de la presencia simultánea de las tres medidas mencionadas. Por último, cabe aclarar, el presente estudio no plantea una crítica a la adopción per se de esas medidas, sino que la idea es explorar lo que significó haberlas adoptado y sus posibles efectos en el diseño y conducción de la política macroeconómica en México.


    Después de la introducción, el trabajo se estructura de la siguiente forma: en una primera sección describimos, brevemente, el desempeño económico reciente de la economía mexicana, en seguida, se registran los cambios de política económica más importantes que ha realizado México en los últimos años en materia comercial, monetaria y fiscal; más adelante analizamos algunas de las consecuencias de las medidas y la forma en la que se han instrumentado estas decisiones, y en la última sección presentamos las conclusiones.


    EL DESEMPEÑO ECONÓMICO RECIENTE


    En años recientes una pregunta ha caracterizado una parte del debate económico en México: ¿por qué la economía mexicana, a pesar de haber hecho una serie de reformas estructurales durante los años ochenta y noventa, no crece más rápido? O, en otras palabras, ¿por qué el crecimiento económico de México en los últimos años ha sido tan mediocre? En este trabajo trataremos de esbozar una respuesta tentativa a dichas preguntas.[5] Para ello, haremos aquí una breve descripción del comportamiento de la economía mexicana durante las últimas décadas, así como de los principales aspectos del debate actual sobre la interpretación de nuestro pasado económico reciente.


    La gráfica 1.1 muestra la evolución del PIB per cápita en México de 1950 a 2008 en precios constantes. Ésta sugiere que hay dos periodos claramente diferenciados en el desarrollo económico del país: en el primero, que va de 1950 a 1981, el PIB per cápita creció en forma constante y a una tasa relativamente alta. De hecho, la tasa de crecimiento promedio del pib per cápita del periodo fue superior a 3% anual. Por otro lado, en el segundo, que comprende de 1981 a 2008, el PIB per cápita de México tuvo un comportamiento sumamente errático, en el que se combinaron breves periodos de crecimiento con años de estrepitosas caídas en el ingreso per cápita. En general, durante estos veintisiete años el ingreso per cápita en el país creció a la insignificante tasa de 0.5% promedio anual.


    La gráfica 1.2 muestra con mayor claridad el lamentable desempeño económico de México de los últimos años. La gráfica muestra el crecimiento económico comparado de algunos países de la OCDE y de Corea de 1980 a 2007, usando al primero como periodo base y con información ajustada para hacerla comparable entre países. Así, se observa que, mientras países como Corea o Irlanda han despegado en estos últimos años y su ingreso per cápita es hoy tres o cuatro veces más grande que el de 1980, el ingreso per cápita en México en 2007 no parece ser sustancialmente diferente del que tenía en 1980.


    En cualquier caso, en ambas gráficas se aprecia una ligera diferencia entre el desempeño económico hasta 1994 o 1995 y el desempeño económico posterior. La primera fase corresponde al periodo ya descrito de ajuste, inestabilidad macroeconómica y reformas estructurales en donde, prácticamente, no hubo crecimiento económico. Por otro lado, la segunda etapa corresponde al periodo posterior a las reformas, cuando ya se había logrado recuperar, hasta cierto punto, la estabilidad macroeconómica y durante el cual México sí logró alcanzar un crecimiento económico positivo, aunque relativamente bajo en comparación con otros países, así como respecto a su propia tendencia previa.
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    Interpretaciones del crecimiento económico[6]


    El patrón de crecimiento que se ha observado en las décadas recientes ha dado lugar a diversas interpretaciones sobre el proceso de desarrollo en México. Así, por ejemplo, de los datos presentados en las gráficas anteriores se han derivado recientemente dos lecturas distintas, excluyentes y contradictorias, aunque ninguna de ellas necesariamente correcta.


    Por un lado, hay quienes concluyen, por decirlo de manera coloquial, que todo tiempo pasado fue mejor. Estos autores sugieren que deberíamos retomar las políticas del pasado para poder volver a crecer. Quienes asumen tal posición miran con nostalgia el periodo conocido como del “desarrollo estabilizador” (1954-1970), cuando México creció a tasas aceleradas y con una de inflación relativamente baja. Quienes proponen tal interpretación sugieren, de una u otra manera, regresar a las políticas que entonces nos permitieron crecer con estabilidad macroeconómica. Hay, de hecho, algunos autores que miran con nostalgia, no sólo la etapa del desarrollo estabilizador, sino también el periodo conocido como “desarrollo compartido”, durante el gobierno del presidente Luis Echeverría (1970-1976), o incluso a la “administración de la abundancia” que llevó a cabo el presidente José López Portillo (1976-1982). Por supuesto, quienes proponen una visión así pasan por alto las implicaciones negativas de algunas de estas políticas y no parecen preocuparse, en lo más mínimo, por el hecho de que las condiciones mundiales han cambiado sustancialmente en los últimos años. Además, por lo general, estos autores tampoco reconocen que durante el periodo del crecimiento acelerado se gestaron o se agravaron muchos de los problemas estructurales que la economía mexicana sigue arrastrando hasta el día de hoy. En ese sentido, es importante enfatizar que, si bien podemos y debemos aprender algunas lecciones de esa etapa del desarrollo económico de nuestro país, no por ello debería ser idealizado.


    Por otro lado, y en notable contraste con la visión nostálgica del crecimiento con estabilidad, existe un grupo importante de economistas mexicanos que mira el pasado con desdén. Los miembros de esta corriente consideran que casi todas las políticas anteriores son criticables y que, prácticamente, no hay ninguna política rescatable de ese periodo. Por lo general, ellos consideran que la mayoría de los problemas económicos del presente son atribuibles a las políticas pretéritas (Gil Díaz, 2003). Así, frente a la más mínima mención de sus bondades, responden en forma casi automática: “esas políticas ya las probamos y ya sabemos a dónde nos llevaron”. Según esta versión simplista, esa época se caracteriza por haber aplicado políticas populistas, la indisciplina fiscal y monetaria, sufrir un endeudamiento desenfrenado y tener una excesiva intervención estatal en la economía. En su afán crítico, los economistas que asumen esta posición, por lo general, no consideran que los problemas de desequilibrio fiscal y de endeudamiento en realidad empezaron apenas en la década de los setenta y que, al menos desde cierta perspectiva, lo ocurrido en los periodos previos no es fácilmente cuestionable.[7]


    Por supuesto, las dos son visiones extremas y no necesariamente correctas. Si bien sería deseable regresar a una etapa de estabilidad con crecimiento, también sabemos que las condiciones económicas de México y del mundo son distintas, que ahora hay otros factores que deben ser tomados en consideración. También es justo reconocer la contribución de las políticas equivocadas del pasado, que dieron lugar a un sinnúmero de problemas económicos y que contribuyeron en forma importante en la gestación de los periodos de crisis y ajuste por los que tuvo que pasar la economía mexicana entre 1982 y 1994. Afortunadamente, esta visión más mesurada es la que prevalece en la mayoría de los trabajos académicos que se han hecho recientemente sobre el tema,[8] aunque las visiones extremas no dejan de tener un peso mucho más importante en los debates concretos de política económica en el país.


    Para entender mejor el desempeño reciente de la economía mexicana, en la siguiente sección revisaremos tres decisiones de política económica que han sido fundamentales para restablecer la estabilidad económica del país y que, hoy día, forman parte de las nuevas condiciones bajo las cuales quizá debería analizarse el desempeño de México en este ámbito. Hay que hacer notar que tienen una lógica y una justificación propia, por lo que sería muy difícil pensar en desecharlas. En ese sentido, es importante entender el papel de estas políticas en la explicación del desarrollo económico reciente del país, y de las posibilidades o restricciones que implican para la conducción macroeconómica de México.


    TRES DECISIONES CLAVE DE POLÍTICA ECONÓMICA


    Política comercial: el Tratado de Libre Comercio de América del Norte


    Hasta antes de 1985 una buena parte de la economía mexicana había estado relativamente cerrada al comercio con el resto del mundo y varios sectores económicos gozaban de la protección que les otorgaban unos elevados aranceles a las importaciones o bien algunas medidas de protección no arancelaria como cuotas, permisos previos de importación, etc. A partir de ese año, y en buena medida como resultado de una serie de choques macroeconómicos adversos, el gobierno mexicano tomó una decisión drástica: se redujeron en forma unilateral los aranceles de una amplia gama de productos y fue eliminada una parte importante de las restricciones comerciales no arancelarias. Así, prácticamente de la noche a la mañana, México decidió unilateralmente reducir las restricciones legales o de precios que inhibían el libre comercio y anunció el interés oficial por ingresar al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT).[9] Esta decisión tenía un doble objetivo: por un lado, reducir la ineficiencia y baja productividad que caracterizaba a buena parte de la industria mexicana y, por el otro, incentivar las exportaciones de manufacturas en la búsqueda de una mayor diversificación exportadora.
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